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NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO/ Pensión de sobrevivientes/ El régimen aplicable es el vigente a la fecha del fallecimiento/ El Acuerdo 049 de 1990 es de aplicación excepcional/Revoca decisión del a quo que concedió pretensiones.
Las normas que gobiernan el reconocimiento y liquidación pensional corresponden a aquellas que se encuentren vigentes a la fecha de causación de la prestación, sin que sea dable pretender la revisión o reliquidación de la misma con base en normas posteriores. Es cierto que la jurisprudencia del Consejo de Estado también avala la posibilidad de aplicar la Ley 100 de 1993, a los servidores beneficiarios de regímenes especiales o exceptuados (artículo 279 ídem), cuando éstos fueren regresivos o menos favorables; sin embargo, esa posibilidad exige que el hecho que genera el derecho pensional, su causación, ocurra en vigencia de aquélla, pues en caso contrario se daría aplicación retroactiva a la ley, contra expresa prohibición constitucional.

(…) 

De manera que en lo que interesa al caso concreto, los únicos servidores públicos que obligatoriamente estaban sometidos al régimen del seguro social obligatorio, eran aquéllos denominados funcionarios de seguridad social, categoría correspondiente a los servidores vinculados al ISS mediante relación legal y reglamentaria. 

Sin embargo, algunas entidades públicas facultadas, optaron por afiliar a sus empleados al ISS, a quienes por consiguiente, también les resultaba aplicable el régimen establecido en el Acuerdo 049 de 1990. 

Con la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993, se derogó el régimen pensional del Acuerdo 049 de 1990, al igual que los demás regímenes pensionales aplicables al sector público, sin perjuicio de los derechos adquiridos de quienes causaron el derecho pensional antes de la vigencia de aquélla, y del régimen de transición previsto en el artículo 36 ibídem, que prolongó su aplicación para quienes a 1º de abril de 1994 hubieren cumplido 35 o más años de edad si son mujeres o 40 o más años de edad si son hombres, o 15 o más años de servicios cotizados.

Por ello, debe concluirse que la posibilidad de aplicar el Acuerdo 049 de 1990, se limita a aquellos servidores públicos o sus beneficiarios que durante su vinculación estuvieron afiliados al ISS y que a la fecha de entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993 habían causado los derechos –pensionales- que dicho acuerdo consagra, bajo las condiciones que el mismo establece, o con posterioridad a ella si estuvieran cobijados por el régimen de transición. 
NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO/ Pensión de sobrevivientes/ Resulta impertinente pedirle a la Caja Nacional de Previsión Social que reconozca las prestaciones estatuidas en el  Acuerdo 049 de 1990, por cuanto esta disposición es propia de los reglamentos del Instituto de Seguros Sociales/ No se demostró que el actor estuviera afiliado al ISS/ no puede obligarse a CAJANAL a reconocer una prestación que de conformidad con el Acuerdo 049 de 1990, sólo es aplicable a los afiliados al instituto.
Por ello el a quo, luego de haber descartado la aplicación de la Ley 100 de 1993, y de advertir la improcedencia del reconocimiento con base en el ordenamiento, optó por aplicar el Acuerdo 049 de 1990, invocando el principio de favorabilidad, bajo la consideración de que la regulación que éste contiene en materia de pensión de sobrevivientes, es menos exigente que la establecida en el ordenamiento general de sustitución pensional aplicable al sector público oficial; tesis que sustentó a partir de consideraciones expuestas por el Consejo de Estado en providencias en las que ha convenido la aplicación del régimen general de la Ley 100 de 1993, a servidores públicos vinculados a entidades con regímenes especiales reconocidos por la misma ley (FFMM y de Policía, Magisterio, etc).  

En consecuencia, verificó que se cumplían los requisitos que establece el artículo 25 del Acuerdo 049 de 1990, en concordancia con el 6º ibídem, para la pensión de sobrevivientes (150 semanas en los últimos 6 años o 300 en cualquier tiempo); declaró la nulidad de los actos demandados, y condenó a CAJANAL reconocer la prestación vitalicia. 

Sin embargo, la Sala no comparte la decisión del a quo ni su sustento. 

En el expediente no está demostrado que el señor Luis Edmundo Medina Gutiérrez hubiera estado afiliado al ISS, circunstancia que hace improcedente el reconocimiento pretendido, porque no puede obligarse a CAJANAL a reconocer una prestación que de conformidad con el Acuerdo 049 de 1990, ya se dijo (supra 6), sólo es aplicable a los afiliados al instituto, esto es, particulares y servidores vinculados a las entidades públicas que excepcionalmente se afiliaron a dicha entidad, que hubieren causado sus derechos antes del 1º de abril de 1994, o posteriormente por vía de la aplicación del régimen de transición de la Ley 100 de 1993, acogiéndose allí al principio de condición más beneficiosa.

Como se explicó en esta sentencia, el Consejo de Estado ha aceptado que para el reconocimiento de prestaciones del Acuerdo 049 de 1990, el ISS pueda por ejemplo tomar en cuenta periodos de afiliación a cajas de previsión sujetas al régimen general (Leyes 6 de 1945, 33/95, 12 de 1975, D. 116º de 1968 etc.), para acumular tiempos que permitan cumplir los requisitos del acuerdo, pero también en tales hipótesis se parte de que es el instituto es la entidad encargada de reconocer y pagar la prestación y que el servidor tuvo o tiene la condición de afiliado al mismo.  

En cambio, no cabe la posibilidad de una entidad distinta del ISS reconozca pretensiones del acuerdo si el mismo es privativo de los afiliados a éste; de ahí que la Corte Suprema de Justicia haya sostenido –se repite- que “resulta impertinente pedirle a la Caja Nacional de Previsión Social que reconozca las prestaciones estatuidas en el Acuerdo 049 de 1990, por cuanto esta disposición es propia de los reglamentos del Instituto de Seguros Sociales.”
En conclusión, las demandantes no tienen derecho al reconocimiento de la pensión de sobrevivientes regulada en el Acuerdo 049 de 1999, porque, bajo el criterio del principio de favorabilidad, no es posible atribuir una carga prestacional a CAJANAL EICE que, de acuerdo con lo que se ha explicado, es de resorte exclusivo del ISS respecto de sus afiliados. 

Por consiguiente, se revocará la sentencia de primera instancia que concedió las pretensiones.
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Procede la Sala a resolver el recurso de apelación interpuesto por la entidad demandada contra la sentencia No. 046 de 13 de marzo de 2013, proferida por el Juzgado Cuarto Administrativo de Descongestión del Circuito de Popayán, mediante la cual se conceden parcialmente las pretensiones. 

I. ANTECEDENTES

A. LA DEMANDA

1. PRETENSIONES (f. 26 c.ppal)

“PRIMERO.- Es nula, la Resolución núm. 27870 del 9 de junio de 2006, expedida por la Asesora de la Gerencia General, Grupo Servidores Públicos de la Caja Nacional de Previsión Social EICE, por medio de la cual, se negó a la señora ELSY ARBEILA ERAZO ARCOS compañera supérstite y a su menor hija LEIDY JOHANA MEDINA ERAZO, el reconocimiento y pago de pensión sobreviviente con ocasión del fallecimiento de su compañero permanente, y padre, señor LUIS EDMUNDO MEDINA GUTIERREZ.

SEGUNDO.- Es nula, la Resolución núm. 000104 del 2 de enero de 2007, expedida por la Jefe Oficina Asesora Jurídica de la Caja Nacional de Previsión Social EICE, por medio de la cual, confirma la Resolución núm. 27870 del 9 de junio de 2006.

TERCERO.- Como consecuencia de las nulidades decretadas, ordénese a la CAJA NACIONAL DE PREVISION SOCIAL EICE, el reconocimiento y pago de pensión sobreviviente con retroactividad de tres (3) años a partir del 7 de julio de 2005, y de esta fecha en adelante a favor de la señora ELSY ARBEILA ERAZO ARCOS y de su menor hija LEIDY JOHANA MEDINA ERAZO, de conformidad con el artículo 48 de la Ley 100 de 1993, con los incrementos legales año por año, mesadas adicionales y mesadas semestrales, con base en los factores salariales devengados en el último año de servicio, disponiendo que el valor de la pensión se pague teniendo en cuenta los ajustes de precios al consumidor que a la fecha certifique el Departamento Administrativo Nacional de Estadística DAÑE, o el Banco de la República.

CUARTO.- Ordenar a la CAJA NACIONAL DE PREVISION SOCIAL EICE, que dé cumplimiento al fallo dentro del término de treinta (30) días a que se refiere el artículo 178 del C.C.A.QUINTO.- Condenar a la CAJA NACIONAL DE PREVISION SOCIAL EICE, a que si no da cumplimiento al fallo dentro del término previsto en el artículo 176 del C.C.A., reconozca y pague a favor de mi mandante los intereses comerciales durante los primeros seis (6) meses contados a partir de la ejecutoria del fallo, e intereses moratorios después del término de seis (6) meses conforme al artículo 177 del C.C.A.”
2. HECHOS (f. 27-28 ib)

La demandante fue compañera permanente del señor LUIS EDMUNDO GUTIÉRREZ durante 17 años, aproximadamente, periodo durante el cual procrearon 3 hijas, una de ellas menor de edad: LEIDY JOHANA MEDINA, en cuya representación también se demanda.

El señor LUIS EDMUNDO MEDINA GUTIÉRREZ laboró 11 años, 2 meses y 18 días, al servicio del Instituto Colombiano Agropecuario ICA, en el cargo de conductor mecánico, entre el 18 de septiembre de 1981 y el 24 de noviembre de 1992, fecha en que falleció a consecuencia de un accidente de tránsito, mientras desempeñaba funciones oficiales.

El 7 de julio de 2005 la demandante acudió ante CAJANAL, entidad de previsión en la que se realizaron los aportes pensionales durante la vinculación laboral del fallecido, solicitando el reconocimiento de la pensión de sobrevivientes.

Mediante Resolución No. 27870 de 2006, dictada en cumplimiento de una sentencia de tutela que amparó el derecho de petición de la actora, negó el reconocimiento de la pensión pedida, con base en los Decretos 1848 de 1969, 1160 de 1989 y la Ley 12 de 1975, señalando que “el causante debía reunir el requisito de 20 años de servicio, toda vez que la Ley 12/75 habilita la edad más no el tiempo de servicio, requisito que no cumple el causante, teniendo en cuenta que trabajó solamente 11 años, 2 meses y 18 días…”    

A través de Resolución No. 000104 del 2 de enero de 2007, CAJANAL resolvió el recurso de reposición interpuesto por la actora contra la anterior decisión, confirmando ésta. 
Señala la demanda que deben anularse las anteriores resoluciones, en síntesis, porque desconocen que la Ley 100 de 1993, modificada por la Ley 797 de 2003, señala que para acceder a la pensión de sobrevivientes basta con acreditar que el causante cotizó un mínimo de 50 semanas dentro de los últimos 3 años anteriores al fallecimiento y, en caso de muerte por accidente, si es mayor de 20 años de edad, el 20% del tiempo transcurrido entre el momento en que cumplió años de edad y la fecha del fallecimiento; además, que la Ley 100 de 1993 derogó el ordenamiento que regía con anterioridad a su vigencia; y que la aplicación de ésta ley es más favorable.
B. ARGUMENTOS DE LA DEFENSA 

CAJANAL en liquidación no contestó la demanda.
C. VINCULACIÓN DE LITISCONSORTE
Mediante auto del 7 de diciembre de 2011, el a quo vinculó como litisconsorte a la señora DORY CELY FIERRO QUISIBONI, al advertir la participación de ésta y su menor hija en un trámite administrativo ante CAJANAL, previo a la presentación de la demanda por parte de la señora ELSY ARBEILA ERAZO ARCOS  (fl. 113-118). 

Ante el desconocimiento del lugar de residencia de la vinculada, el a quo procedió a notificarla a través de curador ad litem, quien hizo frente al proceso, señalando que aunque no está de acuerdo con la aplicación que de la Ley 100 de 1993 pide la demandante, coincide en que deben anularse los actos demandados, por no reconocer el derecho pensional a los beneficiarios del causante, de acuerdo con el régimen establecido en el Decreto 758 de 1990, que aprobó el Acuerdo 049 del mismo año (fl. 147-163).

D. SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA
El Juzgado Cuarto Administrativo de Descongestión del Circuito de Popayán profiriere la sentencia No. 46 de 13 de marzo de 2013, en la que resuelve (f. 164-178 ib):
“PRIMERO.- DECLARAR la nulidad de las Resoluciones Nos. 27870 del 9 de junio de 2006 y 000104 del 2 de enero de 2007 expedidas por CAJANAL que negaron el reconocimiento y pago de una pensión de sobrevivientes a la señora ELCY ARBEILA ERAZO ARCOS y a la menor LEIDY JOHANA MEDINA ERAZO.

SEGUNDO.- Como consecuencia de la anterior declaración y a título de Restablecimiento del Derecho ORDÉNASE a CAJANAL, reconocer, liquidar y pagar a la señora ELCY ARBEILA ERAZO ARCOS y a la menor LEIDY JOHANA MEDINA ERAZO una pensión de sobrevivientes de conformidad con lo dispuesto en el Acuerdo 049 de 1990 con ocasión del fallecimiento del señor LUIS EDMUNDO MEDINA GUTIÉRREZ a partir del día 24 de noviembre de 1992 pero con efectos fiscales a partir del 12 de julio de 2002, cuyo monto será el establecido en el citado acuerdo.

El monto del beneficio pensional reconocido, en ningún caso podrá ser inferior al salario mínimo legal mensual vigente, ni implicará otro tipo de beneficios contenidos en el Acuerdo 049 de 1990.

TERCERO.- Declárese la prescripción de todas las mesadas pensiónales generadas con anterioridad al 12 de julio de 2002.

CUARTO.- CONDÉNASE a CAJANAL que sobre las diferencias adeudadas le pague a las actoras el reajuste de su valor, con aplicación de la fórmula reseñada en la parte motiva de este fallo.

QUINTO.- La entidad deberá dar cumplimiento a este fallo dentro del término previsto en el artículo 176 del C.C.A, y si así no lo hiciere, se condenara al pago de los intereses previstos en el artículo 177 ibídem.

SEXTO.- Se niegan las demás pretensiones, conforme a lo expuesto en la parte motiva de esta providencia.”

SEPTIMO. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 184 del C.C.A concédase la CONSULTA de ésta providencia ante el H. Tribunal Contencioso Administrativo del Cauca respecto a la señora DORA CELY FERRO quién estuvo representada por curador Ad-litem.”

(…)”

Señala que no es procedente aplicar la Ley 100 de 1993, por cuanto no estaba vigente a la fecha de ocurrencia del hecho que genera el derecho, esto es, la muerte del causante, no siendo dable aplicarla retroactivamente de acuerdo con la jurisprudencia del Consejo de Estado y la Corte Constitucional.

Por consiguiente, estima que en principio las normas aplicables en materia de sustitución pensional aplicables al caso concreto corresponden a las Leyes 12 de 1975 y 71 de 1988, y el Decreto 1160 de 1989; normas que al condicionar el beneficio a que el causante hubiere prestado sus servicios durante un mínimo 20 años, hacen improcedente la pretensión de la demandante, por cuanto a la fecha de muerte de su cónyuge, éste sólo había laborado poco más de 11 años al servicio del ICA (576,28 semanas). 

Sin embargo, advierte que a la fecha de muerte del causante, también estaba vigente el Decreto 758 de 1990, aprobatorio del Acuerdo 049 del mismo año -por el cual se expidió el reglamento general del seguro social obligatorio de invalidez, vejez y muerte-, norma que, a pesar de estar referida a los afiliados al ISS, condición que no le asistía al causante, es aplicable en virtud del principio de favorabilidad y bajo las mismas consideraciones que la jurisprudencia del Consejo de Estado permite aplicar en el caso de los docentes y los miembros de las Fuerza Pública, las normas de la Ley 100 de 1993.

A continuación, advierte que el causante, compañero y padre de las demandantes cumplió la “densidad de cotizaciones” que lo hacían beneficiario de la pensión de invalidez a la fecha de su muerte: de acuerdo con los artículos 6º y 25 del Decreto 758 de 1990, esto es, 150 semanas dentro de los 3 años anteriores, o 300 semanas en cualquier tiempo.
Por ello, reconoce la pensión de sobrevivientes en favor de la entonces menor LEIDY JOHANA MEDINA ERAZO, hasta cuando cumpliera 18 años de edad (16 de enero de 2010).

A la señora ELSY ARBEILA ERAZO ARCOS, madre de la menor, le reconoce la pensión de sobrevivientes como compañera permanente, condición que considera probada a partir de los documentos aportados por la entidad empleadora, que dan cuenta de que aquélla fue registrada por el causante como “esposa”, y de los registros civiles que prueban la existencia de otros hijos comunes con aquél. Por el contrario, niega la pensión a la vinculada DORA CELY FERRO QUISIBONI, por no haber acreditado la condición de cónyuge, ni su conviviencia o vida marital con el causante.
E. RECURSO DE APELACIÓN 
El apoderado de la entidad demandada solicita se revoque la sentencia de primera instancia y, en su lugar, se nieguen las pretensiones, argumentando que el causante no era afiliado al ISS y, por tanto, no pueden aplicarse al caso las disposiciones del Acuerdo 049 de 1990, sino la normatividad propia de los servidores públicos, que en relación con la pensión de sobrevivientes corresponden a las contenidas en la Ley 12 de 1975 (f. 182-184 ib).
F. CONCEPTO DEL MINISTERIO PÚBLICO 

La Procuradora 39 Judicial II Administrativa delegada ante la corporación, conceptúa en el sentido de que se confirme la sentencia de primera instancia, pero bajo el argumento de que las demandantes tienen derecho a la pensión de sobrevivientes en los términos de la Ley 100 de 1993 que exige un mínimo de 26 semanas cotizadas por parte del causante al momento de su muerte (fl. 242-247).

II. CONSIDERACIONES 

1. COMPETENCIA

Esta Corporación es competente para conocer de los recursos de apelación interpuestos contra las sentencias de primera instancia dictadas por los Juzgados Administrativos del Circuito de Popayán, conforme lo establecido en el artículo 131 del Decreto 01 de 1984 (C.C.A.), norma que resulta aplicable en el caso concreto en tanto que el proceso fue promovido con anterioridad al 02 de julio de 2012, fecha en que entró a regir la Ley 1437 de 2011, mediante la cual se expidió el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo.

2. PROBLEMA JURÍDICO 

Consiste en determinar si la parte actora tiene derecho a que, con fundamento en el principio de favorabilidad, le sea reconocida una pensión de sobrevivientes conforme a lo preceptuado en el Acuerdo 049 de 1990; o si el hecho de que el causante no estuvo afiliado al ISS, hace improcedente la aplicación de dicho acuerdo, de modo que la verificación de requisitos debe hacerse con base en las normas aplicables a la generalidad de los servidores públicos. 

3. LO PROBADO EN EL PROCESO

- El señor Luis Edmundo Medina Gutiérrez, prestó sus servicios al Instituto Colombiano Agropecuario entre el 7 de septiembre de 1981 y el 24 de noviembre de 1992 (4096 días), para un total de 11 años, 2 meses y 17 días (f. 66 c.ppal).
- El señor Luis Edmundo Medina Gutiérrez murió el 24 de noviembre de 1992 (f. 55 ib).

- Mediante Resolución No. 1595 de 30 de noviembre de 1992, el ICA declaró vacante el cargo que ocupaba el señor  Luis Edmundo Medina Gutiérrez (fl. 68)

- Mediante Resolución de 14 de febrero de 1993, el ICA reconoció a la demandante ELSY ARBEILA ERASO ARCOS, en calidad de compañera permanente, la suma de $65.810.00 por concepto de auxilio funerario (fl.39 c.pbas).

- En el formato de “REGISTRO PERSONAL” adjunto a la hoja de vida del señor Luis Edmundo Medina Gutiérrez, éste diligenció en la casilla de estado civil: “CASADO”, con la señora ELSY ARBEILA ERAZO ARCOS (fl. 44 ib).
- El mismo documento da cuenta que el actor relacionó tener tres hijas: CAROL YINET, GINA ALEXANDRA y LEYDY JOHANA MEDINA ERAZO (ib), cuyos registros civiles de nacimiento, dan cuenta de que efectivamente son hijas del señor Luis Edmundo Medina Gutiérrez y la señora ELSY ARBELIA ERAZO ARCOS (fl. 13, 17 pbas – fl. 5-7 c.ppal).
- Mediante petición del 12 de julio de 2005, la señora ELSY ARBEILA ERAZO ARCOS solicitó ante CAJANAL, a nombre propio y como representante legal de su menor hija LEYDY JOHANA ERAZO, el reconocimiento y pago de una pensión de sobrevivientes con motivo de la muerte del señor Luis Edmundo Medina Gutiérrez (fl. 7-11 c.ppal).
- Por Resolución No. 27870 de 9 de julio de 2006 CAJANAL EICE negó la solicitud pensional, considerando que no se satisfacían los requisitos establecido en el Decreto 1160 de 1989, conforme al cual la sustitución pensional sólo es procedente cuando el causante hubiere cumplido el tiempo requerido por la ley para adquirir el derecho a la pensión de jubilación, el cual, de acuerdo al artículo  1º de la Ley 12 de 1975 y el artículo 68 del Decreto 1848 de 1969, corresponde a 20 años; en cambio, en el caso concreto el causante sólo había laborado un poco más de 11 años (fl. 12-15 ib). 
- El 10 de julio de 2006 la actora radicó recurso de reposición, para que se revocara la resolución y, en su lugar, se reconociera la pensión de sobrevivientes con base en el artículo 46 de la Ley 100 de 1993, modificado por el artículo 12 de la Ley 797 de 2003, en virtud del principio de favorabilidad (fl. 17-22 c.ppal).

- A través de la Resolución No.  000104 de 2 de enero de 2007, la Jefe de la Oficina Asesora Jurídica de CAJANAL EICE, resolvió el recurso, confirmando la negativa al reconocimiento pensional, bajo los mismos argumentos relacionados con el no cumplimiento del requisito de tiempo de servicios igual o superior a 20 años, establecido en la Ley 12 de 1975: “no reunió ni siquiera el requisito de tiempo de servicio establecido en las normas en comento, por lo que no sería procedente habilitarle la edad conforme a lo preceptuado en la ley 12 de 1975, pues es requisito indispensable para ello, que el causante al menos hubiere completado el tiempo de servicio señalado en la ley o en convenciones colectivas, que para el caso es la ley 33 de 1985 y en consecuencia no tiene derecho al reconocimiento de una pensión de jubilación post-morten”.
5. APLICACIÓN DE LA PENSION DE SOBREVIVIENTES REGULADA EN LEY 100 DE 1993: IMPROCEDENCIA EN EL CASO CONCRETO
A pesar de que el recurso de apelación no plantea la aplicación de la Ley 100 de 1993, con propósito esclarecedor la Sala estima pertinente precisar el asunto, habida cuenta que el Ministerio Público insiste en esa posibilidad.

En primer término debe indicarse que la jurisprudencia contenciosa administrativa ha sido pacífica, en el sentido de orientar que el reconocimiento y liquidación de las pensiones se rige por la normativa vigente al tiempo en que ocurre el hecho que origina el derecho, o lo que es lo mismo, cuando éste se causa. 

Así por ejemplo, en la sentencia del 7 de julio de 2005 proferida por la Sección Segunda, Subsección A, CP. Alberto Arango Matilla, al resolver un asunto en que la entidad de previsión pretendía oponer la aplicación de la Ley 100 de 1993 por cuanto estaba vigente a la fecha en que el actor-pensionado solicitó la reliquidación de su prestación, señaló:

“Según la Resolución No. 032764 del 30 de julio de 1993 el demandante adquirió el status jurídico de pensionado el 20 de julio de 1992. Para disfrutar de dicha prestación, el demandante debía demostrar el retiro definitivo del servicio, lo cual ocurrió el 31 de diciembre de 1994. El demandante adquirió el derecho bajo la vigencia de las leyes 33 y 62 de 1985, no obstante haber formulado la solicitud de revisión de su reliquidación pensional el 4 de mayo de 1998, fecha para la cual ya se encontraba vigente la ley 100 de 1993. 

La situación del actor se rige entonces por las normas anteriores a la ley 100 de 1993, pues si bien la solicitud de reliquidación fue formulada en vigencia de esta última, la prestación le fue reconocida por la entidad bajo el amparo y vigencia de la normatividad anterior, que para el caso, es la ley 33 de 1985 y la ley 62 del mismo año. Las leyes 33 y 62 de 1985 no consagraron forma de actualización alguna de la pensión cuando el empleado a quien se le ha reconocido el derecho continúa activo laboralmente. 

En estos casos, es aplicable entonces, el Decreto 1160 de 1989, por el cual se reglamenta parcialmente la ley 71 de 1988, en cuyo artículo 10, prescribe: “...”

En el mismo sentido la Corte Constitucional, en sede de revisión, ha validado la subregla de aplicación del ordenamiento vigente al tiempo de causación del derecho pensional, así
:

“20. En concordancia con lo establecido acerca del derecho a la seguridad social, el reconocimiento del derecho a la pensión de vejez o de jubilación se debe ajustar a las normas vigentes al momento de la causación de la prestación como parte de la manifestación del derecho fundamental, por ser ese el desarrollo que le ha dado el legislador, o en su defecto el ejecutivo. En ese sentido, en principio, a la persona se le aplican las normas vigentes al momento de cumplir los requisitos para acceder a la pensión, que determina el tiempo de servicios y la edad mínima, requisitos a partir de los cuales se entiende que ha de cubrir la contingencia de la vejez para que la persona descanse al final de su vida productiva. De allí que la identificación de los factores a partir de los cuales se ha de determinar el ingreso base de liquidación y el porcentaje de dicho ingreso que le corresponderá como mesada pensional, hace parte del régimen vigente al momento de volverse la persona acreedora de la prestación.

21. Lo anterior por cuanto, la regla general de la aplicación de la ley en el tiempo dispone que sí durante la vigencia de una determinada norma se configura el supuesto jurídico consagrado en ella, es claro que se aplica la consecuencia jurídica allí dispuesta. Así las cosas, cuando la persona cumpla la edad y el tiempo de servicios requeridos para pensionarse bajo un régimen, el mismo deberá aplicarse integralmente a su pensión, por ser la norma vigente al momento de la consolidación de los hechos. 

(…)  

22. En otras palabras, el derecho a la reliquidación de una pensión se supedita a la verificación de la aplicación de la legislación vigente en la liquidación ya hecha de una pensión; dado que si bien se considera que la persona tiene derecho a una prestación económica que cubre la contingencia de su vejez, se puede solicitar que el juez verifique que la liquidación de la prestación corresponda efectivamente a la que se le debe al actor según el régimen vigente a la causación del derecho.”

Es claro entonces, que las normas que gobiernan el reconocimiento y liquidación pensional  corresponden a aquellas que se encuentren vigentes a la fecha de causación de la prestación, sin que sea dable pretender la revisión o reliquidación de la misma con base en normas posteriores.

Por ello, en el caso concreto, en donde la muerte del Luis Edmundo Medina Gutiérrez de quienes se dicen beneficiarias las demandantes para efectos del reconocimiento de la pensión de sobrevivientes, ocurrió el 24 de noviembre de 1992, no es posible aplicar la Ley 100 de 1993, pues el régimen general de pensiones allí previsto, de acuerdo con el artículo 151 ídem, entró a regir a partir del 1º de abril de 1994. 
Ahora, es cierto que la jurisprudencia del Consejo de Estado también avala la posibilidad de aplicar la Ley 100 de 1993, a los servidores beneficiarios de regímenes especiales o exceptuados (artículo 279 ídem), cuando éstos fueren regresivos o menos favorables; sin embargo, esa posibilidad exige que el hecho que genera el derecho pensional, su causación, ocurra en vigencia de aquélla, pues en caso contrario se daría aplicación retroactiva a la ley, contra expresa prohibición constitucional
. 

6. RÉGIMEN PENSIONAL DEL ACUERDO 049 DE 1990: DE APLICACIÓN EXCEPCIONAL 
Se trata aquí de determinar las hipótesis en las que resulta aplicable el Acuerdo 049 de 1990, expedido el Consejo Nacional de Seguros Sociales Obligatorios y aprobado por el Gobierno mediante Decreto 758 de 1990, mediante el cual se estableció el régimen del seguro social obligatorio de vejez, muerte e invalidez, aplicable a los particulares por regla general.
Conforme al artículo 1º del acuerdo, eran sujetos obligatorios del seguro social de origen no profesional: 

1. En forma forzosa: a) Los trabajadores nacionales o extranjeros que presten sus servicios a patronos particulares mediante contrato de trabajo o de aprendizaje; b) Los funcionarios de seguridad social del Instituto de Seguros Sociales y, c) Los pensionados por jubilación cuyas pensiones vayan a ser compartidas con las pensiones de vejez a cargo del Instituto de Seguros Sociales o asumidas totalmente por él.

2. En forma facultativa: a) Los trabajadores independientes; b) Los sacerdotes diocesanos y miembros de las Comunidades Religiosas y, c) Los servidores de entidades oficiales del orden estatal que al 17 de julio de 1977 se encontraban registradas como patronos ante el ISS.

3. Otros sectores de población respecto de quienes se amplíe la cobertura del régimen de los seguros sociales obligatorios.

De manera que en lo que interesa al caso concreto, los únicos servidores públicos que obligatoriamente estaban sometidos al régimen del seguro social obligatorio, eran aquéllos denominados funcionarios de seguridad social
, categoría correspondiente a los servidores vinculados al ISS mediante relación legal y reglamentaria
. 

Sin embargo, algunas entidades públicas facultadas, optaron por afiliar a sus empleados al ISS, a quienes por consiguiente, también les resultaba aplicable el régimen establecido en el Acuerdo 049 de 1990. 
Con la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993, se derogó el régimen pensional del Acuerdo 049 de 1990, al igual que los demás regímenes pensionales aplicables al sector público, sin perjuicio de los derechos adquiridos de quienes causaron el derecho pensional antes de la vigencia de aquélla, y del régimen de transición previsto en el artículo 36 ibídem, que prolongó su aplicación para quienes a 1º de abril de 1994 hubieren cumplido 35 o más años de edad si son mujeres o 40 o más años de edad si son hombres, o 15 o más años de servicios cotizados.
Así por ejemplo, en la sentencia de 17 de julio de 2013 (radicado 44363) la Sala de Casación Laboral de la C.S.J. MP. Carlos Ernesto Molina Monsalve, reconoció una pensión de sobrevivientes a los beneficiarios de una persona que estuvo vinculada al ISS y al momento de su muerte había satisfecho el número de semanas exigidas por el Acuerdo 049 de 1990, en los siguientes términos:  

“No se discute en esta litis que el causante durante su vida laboral acumuló 681,4286 semanas cotizadas, antes de la entrada en vigencia de la L. 100/1993, específicamente en el período comprendido entre el 1° de enero de 1967 y el 19 de febrero de 1981, aunque en el año inmediatamente anterior al momento de la muerte, que se produjo el 15 de octubre de 1994, no tenía ninguna semana cotizada y por tanto no reunió las 26 semanas de cotización en ese lapso, exigidas por la norma vigente para la fecha del fallecimiento, L.100/1993 Art. 46.

Sin embargo, en este asunto tiene plena cabida la denominada <condición más beneficiosa>, por razón de que esta Corporación ha adoctrinado, que un afiliado al régimen del Instituto de los Seguros Sociales, que tenga en su haber el número y densidad de semanas exigidas por el A.049/1990, Arts. 6°, 25 y 27, aprobado por el D. 758 del mismo año, tiene derecho a que se le aplique dicho principio consagrado en la C.N. Art. 53, a fin de definir su situación pensional respecto de sus beneficiarios, aunque fallezca en vigor de la nueva ley de seguridad social y no cumpla con el requisito de la L.100/1993, Art. 46, relativo a las 26 semanas cotizadas al sistema para el momento de la muerte o dentro del último año, como en este caso ocurre.

En lo concerniente a las dos hipótesis sobre semanas cotizadas que contiene la normatividad que antecede a la nueva ley de seguridad social (A.049/1990, Arts. 6°, 25 y 27), la Corte tiene establecido que aquella que tiene que ver con las 300 semanas cotizadas en cualquier tiempo, ese número debe estar satisfecho para el momento en que comenzó a regir la Ley 100 de 1993, o sea antes del 1° de abril de 1994; en cambio frente al otro supuesto de la norma, relativo a una densidad de semanas aportadas al ISS equivalente a 150 "dentro de los seis años anteriores a la muerte del afiliado", la Sala fijó el criterio consistente en que este requisito para efectos de la aplicación de la condición más beneficiosa cuando el deceso acontece en imperio de la Ley 100 de 1993, se debe considerar cumplido contabilizando esos seis años pero desde el 1° de abril de 1994 hacía atrás, es decir remontándose en el tiempo hasta el 1° de abril de 1988. Y además es menester que el asegurado también tenga en su haber esa misma densidad de semanas (150) en los seis años que anteceden al fallecimiento, en el entendido de que el suceso de la muerte ocurriere antes del 1° de abril de 2000 (Sentencias de la CSJ Laboral, 26 de septiembre y 4 de diciembre de 2006, Rad. 29042 y 28893, respectivamente).”
En el mismo sentido, y no obstante las reformas orientadas a su desmonte
, también los beneficiarios del régimen de transición -y los beneficiarios de éstos- afiliados del ISS, conservaron el derecho a obtener las pensiones con arreglo a las previsiones de dicho acuerdo, a en aplicación del principio de la condición más beneficiosa.   
Así, cuando se evalúa el derecho pensional de empleados públicos afiliados al ISS que, por lo mismo, son sujetos potenciales del régimen de transición oficial (Ley 33 de 1985 -o incluso de la Ley 6 de 1945-), la jurisprudencia del Consejo de Estado ha convenido que es procede el reconocimiento transitorio de la pensión de jubilación de éste último régimen por parte de la entidad empleadora, hasta cuando el servidor o ex servidor cumpla los requisitos que el sistema pensional del Acuerdo 049 de 1990 exige para obtener de la pensión de vejez; ello, con base en la regla de compartibilidad, cuya aplicación en el caso de los empleados del SENA se ha explicado en los siguientes términos: 
“De la compartibilidad excepcional de empleados públicos. La situación antes descrita, de pensión compartida se ha dado también de manera excepcional en el régimen de los empleados públicos, cuando la entidad ha afiliado a sus servidores al Instituto de Seguros Sociales, como ha sucedido en el Servicio Nacional de Aprendizaje, SENA. En estos casos, en efecto, la obligación de reconocimiento y pago de la pensión de jubilación de los servidores cobijados por el régimen de transición de la Ley 100 de 1993, es en principio de la entidad de seguridad social a la cual estuvieron afiliados los empleados. 
No obstante, en virtud del régimen de transición del sector público, es posible que tales servidores cumplan requisitos pensionales antes de tener derecho a la pensión del Seguro Social, la entidad empleadora, en este caso el SENA, reconoce la pensión de jubilación; pero como ha cotizado al Seguro Social, ese reconocimiento pensional se entiende condicionado hasta cuando el empleado obtenga su pensión del Seguro Social, de modo que, el Instituto la subrogara en su obligación siempre que el servidor cumpla los requisitos del reglamento del ISS y se haya expresado esta situación en el acto administrativo de reconocimiento pensional de jubilación.”
 
También la Corte Constitucional ha reconocido la posibilidad de que quienes estuvieron afiliados al seguro social, y por consiguiente, son beneficiarios del régimen establecido en el Acuerdo 049 de 1990, por virtud de la transición, acumulen los aportes que hubieren realizado a las cajas de previsión social, para efectos de completar los requisitos exigidos por el acuerdo en orden a acceder a la pensión de vejez, bajo la consideración de que no existe en aquél ninguna disposición que exija fidelidad en la cotización
, y así ha estimado que “se vulneran los derechos fundamentales de las personas que, a pesar de cumplir el requisito de 1000 semanas de cotización y la edad, según la regulación del artículo 12 del Acuerdo 049 de 1990, se les niega la pensión de vejez bajo el argumento de la exclusividad de cotizaciones al ISS. Así, de acuerdo con la ratio decidendi reiterada por la Corte Constitucional para decidir estos casos, es posible la acumulación de semanas cotizadas al ISS y a otras entidades de previsión social existentes antes de 1993 para otorgar pensiones de vejez bajo Acuerdo 049 de 1990, en aplicación del régimen de transición, bajo el supuesto del cumplimiento de los requisitos de las 1000 semanas de cotización y la edad requerida”
.

En todo caso, debe advertirse que en estas hipótesis, la aplicación del Acuerdo 049 tiene como premisa que la entidad a cuyo cargo esté el reconocimiento pensional corresponda al ISS, precisamente por tratarse de un reglamento privativo, aplicable a sus afiliados; de ahí que la Corte Suprema de Justicia haya orientado, por ejemplo, que “resulta impertinente pedirle a la Caja Nacional de Previsión Social que reconozca las prestaciones estatuidas en el  Acuerdo 049 de 1990, por cuanto esta disposición es propia de los reglamentos del Instituto de Seguros Sociales.”

Por ello, debe concluirse que la posibilidad de aplicar el Acuerdo 049 de 1990, se limita a aquellos servidores públicos o sus beneficiarios que durante su vinculación estuvieron afiliados al ISS y que a la fecha de entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993 habían causado los derechos –pensionales- que dicho acuerdo consagra, bajo las condiciones que el mismo establece, o con posterioridad a ella si estuvieran cobijados por el régimen de transición. 
7. EL CASO CONCRETO: NO PROCEDE RECONOCER LA PENSIÓN DE SOBREVIVIENTES (SUSTITUCIÓN PENSIONAL) CON BASE EN EL ACUERDO 049 DE 1990 
Como se ha advertido, las pruebas allegadas al proceso dan cuenta que la muerte del señor Luis Edmundo Medina Gutiérrez ocurrió el 24 de noviembre de 1992, esto es, antes de la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993, razón por la cual, ya se dijo (supra 5), no cabe  considerar la aplicación de la regulación que ella contiene en materia de pensión de sobrevivientes.

Por ello, y atendiendo a la condición de servidor público que le asistía al causante, así como que vinculación laboral ocurrió a través de una relación legal y reglamentaria, que la empleadora fue una entidad del orden nacional,  y que estuvo afiliado durante el término de su vida laboral a la Caja Nacional de Previsión Social (CAJANAL), para la Sala es claro que el ordenamiento que le era aplicable corresponde al contenido en la Ley 12 de 1975
.

De acuerdo con el artículo 1º de esta ley “…la compañera permanente… de un empleado o trabajador del sector público, y sus hijos menores o inválidos, tendrán derecho a la pensión de jubilación del otro cónyuge si éste falleciere antes de cumplir la edad cronológica para esta prestación, pero que hubiere completado el tiempo de servicio consagrado para ella en la Ley, o en convenciones colectivas.”.   
La Ley 71 de 1988
 hizo extensivas las previsiones sobre sustitución pensional de la Ley 12 de 1975, entre otras, y en forma vitalicia, al cónyuge supérstite compañero o compañera permanente, a los hijos menores o inválidos y a los padres o hermanos inválidos que dependan económicamente del pensionado, bajo ciertas condiciones
.
Finalmente, el Decreto reglamentario 1160 de 1989, reiteró la procedencia de la sustitución pensional, así:

“Artículo 5º.- Sustitución pensional. Hay sustitución pensional en los siguientes casos:

a) Cuando fallece una persona pensionada o con derecho a pensión de jubilación, invalidez o vejez;

b) Cuando fallece un trabajador particular o un empleado o trabajador del sector público después de haber completado el tiempo de servicios requerido por la ley, convenciones o pactos colectivos para adquirir el derecho a la pensión de jubilación”

Era necesario entonces, conforme a estos ordenamientos, que el causante hubiere cumplido el tiempo de servicios exigido para el reconocimiento de la pensión de jubilación, esto es, 20 años, para que procediera la sustitución en favor de sus beneficiarios; condición que no se satisface en el caso concreto, habida cuenta que el señor Luis Edmundo Medina Gutiérrez laboró al servicio del ICA poco más de 11 años, sin que por otra parte exista prueba que dé cuenta de alguna otra vinculación al servicio público.
Por ello el a quo, luego de haber descartado la aplicación de la Ley 100 de 1993, y de advertir la improcedencia del reconocimiento con base en el ordenamiento, optó por aplicar el Acuerdo 049 de 1990, invocando el principio de favorabilidad, bajo la consideración de que la regulación que éste contiene en materia de pensión de sobrevivientes, es menos exigente que la establecida en el ordenamiento general de sustitución pensional aplicable al sector público oficial; tesis que sustentó a partir de consideraciones expuestas por el Consejo de Estado en providencias en las que ha convenido la aplicación del régimen general de la Ley 100 de 1993, a servidores públicos vinculados a entidades con regímenes especiales reconocidos por la misma ley (FFMM y de Policía, Magisterio, etc).  
En consecuencia, verificó que se cumplían los requisitos que establece el artículo 25 del Acuerdo 049 de 1990, en concordancia con el 6º ibídem
, para la pensión de sobrevivientes (150 semanas en los últimos 6 años o 300 en cualquier tiempo); declaró la nulidad de los actos demandados, y condenó a CAJANAL reconocer la prestación vitalicia. 

Sin embargo, la Sala no comparte la decisión del a quo ni su sustento. 

En el expediente no está demostrado que el señor Luis Edmundo Medina Gutiérrez hubiera estado afiliado al ISS, circunstancia que hace improcedente el reconocimiento pretendido, porque no puede obligarse a CAJANAL a reconocer una prestación que de conformidad con el Acuerdo 049 de 1990, ya se dijo (supra 6), sólo es aplicable a los afiliados al instituto, esto es, particulares y servidores vinculados a las entidades públicas que excepcionalmente se afiliaron a dicha entidad, que hubieren causado sus derechos antes del 1º de abril de 1994, o posteriormente por vía de la aplicación del régimen de transición de la Ley 100 de 1993, acogiéndose allí al principio de condición más beneficiosa.
Como se explicó en esta sentencia, el Consejo de Estado ha aceptado que para el reconocimiento de prestaciones del Acuerdo 049 de 1990, el ISS pueda por ejemplo tomar en cuenta periodos de afiliación a cajas de previsión sujetas al régimen general (Leyes 6 de 1945, 33/95, 12 de 1975, D. 116º de 1968 etc.), para acumular tiempos que permitan cumplir los requisitos del acuerdo, pero también en tales hipótesis se parte de que es el instituto es la entidad encargada de reconocer y pagar la prestación y que el servidor tuvo o tiene la condición de afiliado al mismo.  
En cambio, no cabe la posibilidad de una entidad distinta del ISS reconozca pretensiones del acuerdo si el mismo es privativo de los afiliados a éste; de ahí que la Corte Suprema de Justicia haya sostenido –se repite- que “resulta impertinente pedirle a la Caja Nacional de Previsión Social que reconozca las prestaciones estatuidas en el  Acuerdo 049 de 1990, por cuanto esta disposición es propia de los reglamentos del Instituto de Seguros Sociales.”

En conclusión, las demandantes no tienen derecho al reconocimiento de la pensión de sobrevivientes regulada en el Acuerdo 049 de 1999, porque, bajo el criterio del principio de favorabilidad, no es posible atribuir una carga prestacional a CAJANAL EICE que, de acuerdo con lo que se ha explicado, es de resorte exclusivo del ISS respecto de sus afiliados. 
Por consiguiente, se revocará la sentencia de primera instancia que concedió las pretensiones.

III. DECISIÓN
Por lo anterior, el Tribunal Administrativo del Cauca, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

RESUELVE

REVOCAR la sentencia No. 046 de 13 de marzo de 2013, proferida por el Juzgado Cuarto Administrativo del Circuito de Descongestión de Popayán dentro del proceso que en ejercicio de la acción de nulidad y restablecimiento promovida por la señora ELSY ARBEILA ERAZO ARCOS en interés propio y de su hija LEIDY JOHANA MEDINA ERAZO contra CAJANAL en liquidación, por las razones expuestas. En su lugar se dispone:
PRIMERO: NEGAR las pretensiones de la demanda, por las razones expuestas.

SEGUNDO: Ejecutoriada la presente providencia, devuélvase el expediente al juzgado con competencia en el sistema escritural, para lo de su cargo.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

El proyecto de esta providencia fue considerado y aprobado por la Sala según consta en acta de la fecha. 

Los Magistrados,

CARMEN  AMPARO PONCE DELGADO 
            PEDRO JAVIER BOLAÑOS ANDRADE

MAGNOLIA CORTES CARDOZO
� S. T-624 de10 de agosto de 2012, MP. Adriana María Guillén Arango. 


� Consejo de Estado, Sección Segunda, CP. Luis Rafael Vergara Quintero, exp. 1605-09, sentencia de 25 de abril de 2003: “La ley sustancial, por lo general, tiene la virtud de entrar a regir las situaciones que se produzcan a partir de su vigencia, pues aún no se encuentran consolidadas y, solo por excepción, rigen de manera retroactiva; sin embargo, para que ello ocurra, el contenido de la ley debe precisar lo pertinente, lo que no sucede en el caso de la Ley 100 de 1993, pues al tenor de lo dispuesto en su artículo 151 empezó a regir a partir del 1º de abril de 1994. En las anteriores condiciones, la demandante no tiene derecho a acceder al derecho pensional consagrado en los artículos 46 a 48 de la Ley 100 de 1993, toda vez que los derechos prestacionales causados con la muerte de su cónyuge se consolidaron en vigencia de la normatividad anterior…”.


� Los trabajadores vinculados a dicha entidad, de conformidad con lo establecido en el artículo 4º del Decreto 2324 de 1948, ostentaron la condición de trabajadores particulares. Posteriormente, a través del Decreto 433 de 27 de marzo de 1971, se dispuso que el ISS era una entidad de derecho social, con personería jurídica, autonomía administrativa, patrimonio propio e independiente, adscrito al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Dicho cambio de naturaleza generó, con la expedición del Decreto 1654 de 1977, la existencia en dicha institución de una categoría especial de empleados denominados “funcionarios de la seguridad social”, correspondientes a aquellos que desempeñaran cargos asistenciales y administrativos. Posteriormente, en virtud de lo dispuesto en el Decreto 413 de 1980, existió la condición de empleados públicos y funcionarios de la seguridad social. En el año 1992 se dio otro cambio fundamental en la naturaleza del Instituto, pues de conformidad con lo ordenado por el Decreto 2148 de 1992, se convirtió en una Empresa Industrial y Comercial del Estado. Esta condición determinó que luego, con ocasión del estudio de constitucionalidad del parágrafo del artículo 235 de la Ley 100 de 1993, la Corte Constitucional, a través de la Sentencia C-579 de 1996, declarara la inexequibilidad de dicha categoría en una empresa que, como se anotó, pasó a ser Industrial y Comercial del Estado, cuyo régimen determina que por regla general los servidores vinculados son trabajadores oficiales.  Solo a partir de la vigencia del Decreto 1750 de 2003, los antiguos funcionarios de la seguridad social pasaron a ser empleados públicos, por cuenta de la escisión de la vicepresidencia del ISS y la creación de las ESE’s.


� Decreto 1651 de 1977, artículo 3º. ARTICULO 3o. DE LOS SERVIDORES DEL INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES. Serán empleados públicos de libre nombramiento y remoción, el Director General del Instituto, el Secretario General, los subdirectores y los Gerentes Seccionales de la entidad. Tales empleados se sujetarán a las normas generales que rigen para los funcionarios de la Rama Ejecutiva del Poder Público. (…) Los funcionarios de seguridad social estarán vinculados a la administración por una relación legal y reglamentaria de naturaleza especial, que les confiere el derecho a celebrar colectivamente con el Instituto Convenciones para modificar las asignaciones básicas de sus cargos.


� Ley 797 de 2003 - A.L. 01 de 2005.


� C.E. Sección Segunda, Subsección B, Gerardo Arenas Monsalve, sentencia de 6 de octubre de 2011, exp. 0599-11.


� T-090 de 2009, T-398 de 2009, T-583 de 2010, T-093 de 2011, T-1334 de 2011, T-599 de 2011.


� T-201 de 2012 MP. Nilson Pinilla.


� C.S.J., Sala de Casación Laboral, MP. Gabriel Miranda Buelvas, sentencia de 21 de junio de 2011, exp. 37.619


� Por la cual se dictan disposiciones sobre régimen de pensiones de jubilación.


� Por la cual se expiden normas sobre pensiones y se dictan otras disposiciones.


� “Artículo 3. Extiéndase las previsiones sobre sustitución pensional de la Ley 33 de 1973, de la Ley 12 de 1975, de la Ley 44 de 1980 y de la Ley 113 de 1985 en forma vitalicia, al cónyuge supérstite compañero o compañera permanente, a los hijos menores o inválidos y a los padres o hermanos inválidos que dependan económicamente del pensionado, en las condiciones que a continuación se establecen:


1. El cónyuge sobreviviente o compañero o compañera permanente, tendrán derecho a recibir en concurrencia con los hijos menores o inválidos por mitades la sustitución de la respectiva pensión con derecho a acrecer cuando uno de los dos órdenes tengan extinguido su derecho. De igual manera respecto de los hijos entre sí.


2. Si no hubiere cónyuge o compañero o compañera permanente, la sustitución de la pensión corresponderá íntegramente a los hijos menores o inválidos por partes iguales.


3. Si no hubiere cónyuge supérstite o compañero o compañera permanente, ni hijos menores o inválidos, la sustitución de la pensión corresponderá a los padres.


4. Si no hubiere cónyuge supérstite, compañero o compañera permanente, ni hijos menores o inválidos, ni padres, la sustitución de la pensión corresponderá a los hermanos inválidos que dependan económicamente del causante.”


� ARTÍCULO 25. PENSION DE SOBREVIVIENTES POR MUERTE POR RIESGO COMUN. Cuando la muerte del asegurado sea de origen no profesional, habrá derecho a pensión de sobrevivientes en los siguientes casos:


a) Cuando a la fecha del fallecimiento, el asegurado haya reunido el número y densidad de cotizaciones que se exigen para adquirir el derecho a la pensión de invalidez por riesgo común y,


b) Cuando el asegurado fallecido estuviere disfrutando o tenga causado el derecho a la pensión de invalidez o de vejez según el presente Reglamento.


ARTÍCULO 6o. REQUISITOS DE LA PENSION DE INVALIDEZ. Tendrán derecho a la pensión de invalidez de origen común, las personas que reúnan las siguientes condiciones:


a) Ser inválido permanente total o inválido permanente absoluto o gran inválido y,


b) Haber cotizado para el Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte, ciento cincuenta (150) semanas dentro de los seis (6) años anteriores a la fecha del estado de invalidez, o trescientas (300) semanas, en cualquier época, con anterioridad al estado de invalidez.”


� C.S.J., Sala de Casación Laboral, MP. Gabriel Miranda Buelvas, sentencia de 21 de junio de 2011, exp. 37.619









